CAPÍTULO IV

EL PROYECTO DE DESARROLLO

DE LAS COMUNIDADES RURALES POBRES
4.1.
Antecedentes

En el primer semestre de 1996 una misión integrada por representantes del programa de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) y del Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola (FIDA), conjuntamente con representantes del gobierno venezolano, formularon un proyecto de cobertura nacional cuyo objetivo era mejorar las condiciones de vida en diferentes áreas del país con población rural en situación de pobreza. Fue así como nació el Proyecto de Desarrollo de Comunidades Rurales Pobres (PRODECOP), financiado con préstamos del FIDA y la Corporación Andina de Fomento (CAF), aportes del gobierno y recursos de los beneficiarios del proyecto.

Los contratos de préstamo se firmaron en diciembre de 1998. Sin embargo, ya se había iniciado, en septiembre de 1996, un proyecto piloto en las comunidades rurales de Tascabaña, El Pao, Mapiricure, Aventazón, Caico Seco, Kashama y Las Potokas que constaba de dos componentes: un proyecto de desarrollo económico de las comunidades rurales pobres y un proyecto para la creación de servicios financieros dirigidos a los campesinos pobres.

Una de las razones para la creación de servicios financieros fue crear mecanismos de financiamiento para los pequeños productores rurales, quienes usualmente tienen poco o ningún acceso al crédito institucional. En un documento del CIARA (1996: 11) se afirma que:

El sistema crediticio en el sector rural se ha caracterizado por la centralización de los créditos, su entrega a destiempo, una supervisión costosa e ineficiente y una difícil recuperación

Más adelante el documento destaca las deficiencias y distorsiones en el cumplimiento de sus objetivos de los dos pilares básicos del financiamiento agrícola en Venezuela: el financiamiento público y la banca comercial privada. Asimismo, describe cómo durante la década de los noventa la capacidad financiera del sector público para atender al sector agrícola fue mermada fundamentalmente por la caída en los precios internacionales del petróleo. De acuerdo con el documento, las dificultades del sector se reflejaron en la reestructuración del Instituto de Crédito Agropecuario (ICAP) y del Fondo de Crédito Agropecuario (FCA) y la desaparición de los organismos sectoriales de financiamiento. Más adelante caracteriza a los programas rurales implementados afirmando que tienen costos administrativos elevados, desembolsan los préstamos de manera inoportuna y tardan en los trámites para la obtención del crédito.

Al analizar el sector privado el documento señala que:

las garantías exigidas por la Banca Comercial, en combinación con los costos que las operaciones de financiamiento al pequeño productor suponen, prácticamente imposibilitan el acceso del sector campesino a los créditos de la Banca Comercial (CIARA 1996, p. 15)

Posteriormente se dice que la creación del Sistema Nacional de Financiamiento agrícola (SINFA), con la finalidad de articular el financiamiento ofrecido por las diferentes instituciones, tanto públicas como privadas, que financian el sector agrícola,  significó un paso para resolver la problemática del sector agrícola. Entre las propuestas más importantes del SINFA destacan la descentralización de las actividades a través de los Fondos Regionales para el financiamiento agrícola, creados por los Estados a raíz del proceso de descentralización, y otras instituciones locales; la creación de Fondos de Garantía y la integración de instituciones de intermediación financiera de base, tales como cajas rurales, cooperativas de ahorro y crédito y asociaciones de productores.

En el contexto anterior se enmarca el proyecto piloto, que responde a la necesidad de desarrollar instancias de intermediación financiera de base para posibilitar la participación de los pequeños productores rurales, así como crear un vínculo con la banca comercial para la provisión de servicios de ahorro y administración del crédito. Para el año 1995 existían solamente 42 asociaciones cooperativas especializadas en ahorro y crédito, de las cuales apenas el 20 por ciento atendía al sector rural, principalmente en los estados Falcón y Mérida (FIDA 1996b). El proyecto piloto permitió probar metodologías de abordaje y de financiamiento rural que fueron posteriormente utilizadas para la implementación del PRODECOP.

4.2.
El PRODECOP
El PRODECOP, adscrito al CIARA, que funge como unidad ejecutora, inició sus actividades el 25 de junio de 1998 y está previsto que tenga una duración de siete años. Como se expresa en el informe No. 0715-VE del FIDA (1996ª: 35) el objetivo general de PRODECOP es “el mejoramiento de la calidad de vida y la economía de familias campesinas pobres y pequeños productores, mediante una mejora en su inserción en los procesos de desarrollo local, incrementando sus ingresos agropecuarios y sus condiciones económicas”. Para el logro de este objetivo se propusieron los siguientes objetivos específicos:

a) proveer capacitación y asistencia a las comunidades pobres

b) crear y fortalecer mecanismos de participación y ligazones operativos y financieros entre las comunidades y los gobiernos municipales y estatales

c) crear y fortalecer organizaciones locales tanto de participación y acción social, como de carácter financiero, productivo y económico

d) mejorar los ingresos familiares agropecuarios mediante la difusión de tecnologías agropecuarias ligadas a un acceso al crédito, apoyando la diversificación agrícola e introduciendo cultivos de mejor rentabilidad

e) apoyar las políticas de descentralización del gobierno de Venezuela orientadas al fortalecimiento de los gobiernos regionales y locales, así como la consolidación de los organismos estatales y privados ligados al desarrollo del sector campesino

Los objetivos señalados se propusieron tomando en consideración, entre otras cosas, que durante los años noventa el nivel de pobreza aumentó, especialmente en las zonas rurales; se iniciaron reformas orientadas a una economía de mercado, eliminando subsidios y promoviendo la participación de agentes privados en roles y servicios rurales tradicionalmente atendidos por organizaciones del Estado; y se inició un proceso de descentralización del Estado transfiriendo poder político, recursos financieros y programas a los gobiernos estatales y municipales.

La estrategia se orientó a aliviar la pobreza rural, transferir poder político a las poblaciones rurales y desarrollar “servicios privados sostenibles en los campos financieros y productivos, con participación de los beneficiarios, así como de los gobiernos municipales y estaduales” (FIDA 1996: 33). De manera que con el proyecto se persigue no solo al alivio de la pobreza, sino la ruptura del ciclo de la pobreza dando instrumentos a los campesinos pobres que permitan incrementar y hacer más eficiente su participación en programas locales de desarrollo, así como también capacitarlos para organizar y administrar sus propias instituciones rurales tanto de ahorro y crédito como de apoyo a la producción local. Esto último permitiría desarrollar nuevas actividades económicas bajo la figura de microempresas, a la vez que responde al problema de la falta de acceso a fuentes de financiamiento institucional, banca comercial u organismos del Estado, por parte de los productores rurales pobres.

Para el cumplimiento de los objetivos del proyecto se diseñaron dos componentes: a) Capacitación para el Desarrollo y la Participación Ciudadana (CDPC) y b) Servicios Financieros y Sistema Financiero Rural (SFSF).

Al componente CDPC se le asignó el objetivo de:

desarrollar a nivel regional, municipal y local las capacidades técnicas y sociales de los recursos humanos involucrados en el Proyecto, de modo que puedan ser sujetos activos del desarrollo económico y social de los espacios locales, municipales y estadales (FIDA 1996: 42)

Con este componente se les dio capacitación a los beneficiarios para crear Organizaciones Socio-comunitarias (OSC), Organizaciones Económico-productivas (OEP) y Organizaciones Financieras (OF). Las OSC son organizaciones de participación civil y acción social, tales como asociaciones de vecinos y comités locales, cuyo fin es incrementar y hacer más eficiente la participación de los beneficiarios en el diagnóstico, propuestas y administración de los programas locales de desarrollo, creando enlaces y conexiones con los gobiernos locales y regionales. Por otro lado, las OEP son organizaciones, tales como cooperativas o microempresas, que persiguen dar servicios de apoyo a la producción agropecuaria local. Por último, las OF son empresas microfinancieras, que en el proyecto tomaron la forma de cajas rurales, orientadas a fortalecer los activos financieros de los beneficiarios, es decir, el ahorro y el acceso al crédito.

Pero la capacitación no se limitó a los beneficiarios del  PRODECOP, sino que se extendió a los funcionarios públicos de los gobiernos locales y regionales. El propósito era consolidar el proceso de descentralización llevado a cabo por el gobierno nacional mediante el fortalecimiento de los gobiernos locales y la consolidación de aquellos organismos ligados al desarrollo del sector campesino. Esto responde a los señalamientos de autores como Pineda y Álvarez (1996b) y Chapman (2000), quienes destacan la importancia de preparar a los funcionarios públicos a nivel local para poder obtener los beneficios de la descentralización en el combate a la pobreza.

Para la ejecución del componente CDPC se diseñó una organización con 50 promotores sociales a cargo del trabajo de campo a nivel de comunidades, cada uno cubriendo 13 comunidades. A nivel de municipio 18 extensionistas sociales, responsables de la coordinación, asesoría técnica, seguimiento y evaluación del trabajo de los promotores. Los extensionistas sociales son el vínculo del PRODECOP con el municipio en todos los aspectos relacionados con el desarrollo rural y el uso de un fondo para el Financiamiento de las Iniciativas Comunitarias (FIC), conformado con recursos municipales, estatales y del PRODECOP. Por otro lado, a nivel estatal tres coordinadores de área supervisan el trabajo de los extensionistas sociales y los promotores y vinculan el PRODECOP con el estado.

El programa se implementó de la siguiente manera. El extensionista social y los promotores forman un equipo de trabajo encargado de abordar las comunidades. En una fase inicial identifican los líderes naturales y formales y recaudan información sobre la comunidad. Posteriormente se hace un diagnóstico participativo de la comunidad, capacitando a sus miembros para que analicen problemas e identifiquen potencialidades en áreas tales como salud, educación y producción. Paralelamente promueven la formación de grupos de beneficiarios, denominados Grupos de Interés Múltiple (GIM), que son el punto de partida de todas las acciones de desarrollo del PRODECOP. A partir de los GIM se forman los grupos de participación social, cooperativas de producción y cajas rurales.

Los proyectos comunitarios formulados tienen acceso a los fondos FIC para el desarrollo de proyectos sociales y de infraestructura. La condición es que los proyectos beneficien a por lo menos 10 familias y al mismo tiempo concuerden con el programa de desarrollo rural establecido a partir de diagnósticos elaborados conjuntamente por las comunidades, los gobiernos municipales y el PRODECOP.

El CDPC, entonces, no solamente suministra herramientas técnicas a los miembros de la comunidad, sino que los ayuda a organizarse para que participen de manera activa en las decisiones de sus gobiernos locales y regionales, tomando ventaja de las oportunidades que brinda el proceso de descentralización.  En otras palabras, los ciudadanos pueden proponer proyectos para invertir parte del presupuesto de sus municipios en lugar de esperar, de manera pasiva, que el alcalde local y los concejales decidan cómo utilizar los recursos municipales. Esto es una manera de transferir poder político a la sociedad civil, fortaleciendo sus activos sociales, y profundizar la democracia.

Al otro componente del programa, el SFSF, se le asignó el objetivo de “proveer servicios financieros al pequeño productor para que éste pueda financiar sus inversiones y procesos productivos, incrementando sus ingresos y condiciones de vida” (FIDA 1996: 66). Para su implementación se identifican los grupos de interés financiero de la comunidad, quienes reciben capacitación para que funden una caja rural, elaborando los reglamentos y eligiendo a la Junta Directiva y al Comité de Crédito. Los miembros elegidos además reciben capacitación en materia de procedimientos financieros, contables y administrativos. Las cajas rurales deben ser participativas, eficientes y sustentables.

Durante los tres primeros años de vida de la caja rural, los miembros reciben capacitación y apoyo por parte de empresas contratadas por el PRODECOP. De esta manera se facilita su constitución, crecimiento y consolidación. Estas empresas también deben promover relaciones entre las cajas rurales y la banca comercial, así como con comercializadoras y la agroindustria para facilitar el mercadeo de la producción de los asociados. Una vez cumplidos los tres primeros años, cada caja decide si contrata los servicios de las empresas asesoras.

Las empresas asesoras son dirigidas y supervisadas por un gerente de área, quien además debe relacionar las cajas rurales con la banca comercial. La intención es que las cajas accedan a los recursos de la banca, para lo cual se tenía previsto crear un fondo de garantía con recursos del PRODECOP y del Fondo de Crédito Agropecuario (FCA). Sin embargo, esto no ha sido posible porque el gobierno no ha desembolsado la porción que le corresponde.

La dirección y coordinación del SFSF está a cargo de un Comité Financiero (CF) integrado por un representante del Sistema Nacional de Financiamiento Agrícola (SINFA), un representante del FCA y un representante del PRODECOP. Las solicitudes de las cooperativas son sancionadas por el CF, luego de ser presancionadas por el gerente de área.

De lo anterior se desprende que la participación activa de los beneficiarios es un elemento fundamental del programa. Lo que se busca es el empoderamiento de los beneficiarios y sus organizaciones para que tomen parte en la toma de decisiones a nivel de comunidad, municipio y estado, que afectan el desarrollo de la comunidad. Esto implica un cambio de paradigma, ya que se pretende que los beneficiarios abandonen actitudes pasivas y tomen la iniciativa en la lucha para romper el círculo de la pobreza.

4.3.
Población objetivo

Para seleccionar la población objetivo del PRODECOP se utilizaron los siguientes criterios:

a) ingresos familiares anuales por debajo de la línea de pobreza y pobreza extrema para Venezuela, es decir, $3.360 y $2.160 respectivamente

b) existencia de ingresos familiares provenientes de actividades agropecuarias

c) ubicación en municipios y parroquias con alta densidad de comunidades rurales pobres

d) presencia de infraestructura mínima de mercados y carreteras

Se seleccionaron ocho estados y se agruparon en tres regiones: la región oriental, conformada por los estados Anzoátegui, Monagas, Sucre y Delta Amacuro; la región andina, que agrupa los estados Mérida y Táchira; y la región Portuguesa-Trujillo conformada por los estados que le dan el nombre. En los estados mencionados se seleccionaron 39 municipios que contienen 845 comunidades.

4.4.
Modelo teórico del programa

Como se mencionó en el capítulo II,  es importante conocer bien cuáles son las teorías de cambio del programa, es decir, cuáles son los presupuestos teóricos o conjunto de hipótesis sobre los que fue diseñado el programa. Conocer los presupuestos teóricos permite  explicar los vínculos causales que relacionan las variables manipuladas con los resultados esperados y facilita la evaluación del programa.

El PRODECOP parte de la capacitación y apoyo a los beneficiarios para que éstos creen, de manera voluntaria y democrática, OSC, OF y OEP (figura 2). Las OSC deben dar poder político a los beneficiarios y mayor participación en las decisiones de los gobiernos locales y estadales. Esta participación abre las puertas para que los beneficiarios diseñen proyectos de desarrollo comunitario y los presenten a los gobiernos regionales. El trabajo conjunto de beneficiarios y gobiernos regionales permitirá llevar a cabo proyectos tales como acueductos, escuelas, ambulatorios, vialidad, etc. La nueva infraestructura creada debe tener efectos positivos sobre la producción de los beneficiarios, por ejemplo al disponer de mejores vías de comunicación, lo cual, a su vez, debe traducirse en incremento del ingreso y alivio de la pobreza. Al mismo tiempo, tiene efectos directos sobre el bienestar de la población al mejorar el acceso a servicios tales como salud, educación y agua potable.

Figura 2
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En cuanto a las OF, su creación incrementa tanto los ahorros como el acceso a crédito de los beneficiarios. Los créditos otorgados por las cajas rurales permiten la compra de insumos para la producción, lo cual se traduce en mayor producción, incremento del ingreso y alivio de la pobreza. Además permiten hacer mejoras a la vivienda y comprar artefactos tales como lavadoras o televisores, lo cual produce mayor bienestar en la familia. Por otro lado, los ahorros dan mayor seguridad a las familias a la hora de enfrentar imprevistos tales como desempleo o enfermedades, produciendo un efecto positivo sobre el bienestar del grupo familiar.

Con respecto a las OEP, las mismas se crean para suministrar servicios de apoyo a la producción local, como por ejemplo una romana para el pesaje del ganado in situ o una máquina moledora de café, que permita aumentar los rendimientos. Esto debería resultar en incrementos en el nivel de ingreso y, consecuentemente, alivio de la pobreza.
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